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			A mis abuelos Manuel y Elvira, 
que pasaron la Guerra Civil en Barcelona. 

			Ellos nunca querían recordar las atrocidades que vieron, 

			solo querían que no se volvieran a repetir.

			

			A Bea.

		

	
		
			
PRÓLOGO


			La nación española se enfrenta a la peor crisis que puede padecer un país: que un alto porcentaje de su población albergue un odio visceral y violento hacia otro grupo numeroso de ciudadanos. Eso y no otra cosa genera las guerras civiles, de las que en España sabemos de sobra, pues hemos albergado más conflictos bélicos dentro de la península que con otras potencias. Hirmandiños, comuneros, guerras de sucesión, carlismo, Guerra Civil… Pocos países pueden contar tantas atrocidades entre hermanos. 

			Como jurista con veinte años de servicio en una administración decimonónica y denostada, soy consciente de que la justicia hoy en día, lejos de ser un pilar del Estado, es una simple muleta al servicio del Ejecutivo con la que trata de disimular sus defectos, en la mayoría de los casos simple corrupción, pero también «cloacas» del Estado, pactos políticos contra los intereses del pueblo o desequilibrios de poder. Rota la línea de contención, todo es desbordamiento. 

			Ningún sistema político es perfecto, pues su eficacia depende siempre de las personas que ejercen el poder. En los últimos años se nos intenta convencer, por medio de una campaña política y mediática vergonzante, que es nuestro sistema el que hace aguas, que el desequilibrio es fruto de una hipotética falta de democracia y que urgereformar hasta sus más básicos principios. Que no nos engañen: este sistema sirvió para poner paz entre aquellos que se habían matado en las trincheras, que es la peor situación a la que puede enfrentarse un régimen político. Y lo superó, dando paso a años de paz y prosperidad. No es el sistema, sino la mediocridad —cuando no la maldad y la vileza de aquellos que ostentan cargos de responsabilidad— lo que siembra el odio entre ciudadanos iguales. 

			Como jurista que se encuentra a diario con situaciones que nuestras normas proscriben —nunca los delitos de odio estuvieron tan castigados— y que, sin embargo, se imponen como realidades intocables, mientras las leyes se limitan a castigar al débil o a servir de cuentos que leer al ciudadano cuando necesita un relato irreal con el que conciliar el sueño o con el que soñar realidades, no puedo evitar preguntarme si la igualdad de los tres poderes —el equilibrio entre ellos— y el respeto de todos a las normas, sean estas cuales sean, junto con el castigojusto a quien las vulnere, habrían producido una situación de caos y de conflicto social como la que vivimos.

			Como amante de la Historia que soy, he tratado de buscar algún reflejo pasado, alguna clave que desentrañe el misterio y que explique por qué unos países se unen para prosperar y otros —como el nuestro— se desunen para destruirse. ¿Qué explicación tiene algo tan arcaico y prehistórico como el odio sin sentido ni afrenta previa en un mundo cibernético?

			Este libro pretende aportar datos, lo más objetivos posibles, sobre todos los conceptos que hay en juego en ese pulso al Estado que el independentismo ha planteado; qué ideas se defienden y qué asentamiento jurídico han tenido; qué hechos han sucedido realmente —y no en los libros de texto escritos para adoctrinar— y en qué contexto histórico deben enmarcarse; qué papel han jugado cada uno de los poderes del Estado en este conflicto y cuál es el que le ha tocado desempeñar a la justicia. 

			En las siguientes páginas intento descubrir el sentido que tiene y tendrá el llamado «juicio del procés», tanto desde el punto de vista jurídico como social, histórico y, sobre todo, político, entendiendo que será la política la que tendrá la última palabra, ya sea para pacificar y regenerar las relaciones entre ciudadanos —si es capaz de hacer que las reglas de juego vuelvan a estar bajo el criterio de un árbitro imparcial—, ya sea para culminar el enfrentamiento y obligar a quienes no son más que víctimas de un mensaje intencionadamente engañoso a vivir atrocidades ya familiares en las tapias de nuestros cementerios.

			El terrorismo vasco hubo de vencerse en los tribunales a costa de mucha sangre inocente y de un sufrimiento desmedido e innecesario, pues los responsables políticos siempre trataron de mirar a otro lado. Pero es imposible eludir la acción de la justicia cuando hay muertos. Se utilizó la ley y todas sus consecuencias, pero solo como último recurso y para los casos más graves. 

			Corremos el riesgo de volver a transitar un desierto en el que las víctimas, como siempre, las pondrá el pueblo llano. Y todo por cuestiones tan simples que solo el que no quiere verlas puede negarlas.
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LA IMPORTANCIA DEL LENGUAJE: EL VOCABULARIO DEL PROCÉS


			
PROCÉS


			Proceso: Conjunto de las fases sucesivas de un fenómeno natural o de una operación artificial (Diccionario de la Real Academia).

			Toda estrategia de «arrastre» de masas (podríamos utilizar el término «control», pero lo evitaremos para no herir susceptibilidades) necesariamente tiene como uno de sus pilares fundamentales la elección de una terminología adecuada, y si esta no existe, será necesario crearla, e incluso corregir inmediatamente la que hasta entonces se haya utilizado en el caso de que genere debate. Como casi todos los gallegos, desciendo de emigrantes. Pero ahora, después de décadas en las que el fenómeno de la «emigración gallega» fue objeto de análisis social, político y económico, e inspiró arte y literatura, me veo en la tesitura, cada vez que acudo al nicho familiar a presentar mis respetos, de revelarles a mis abuelos que ahora son «migrantes», y de advertirles que se acostumbren al término, no vaya a ser que, donde quiera que estén, además de por desplazados económicos les tomen por incultos. Lo mismo podría decirse de la repentina ­sustitución de la expresión «discriminación positiva» por la de «empoderamiento». Asimismo, «pobre» ha pasado a ser «desfavorecido», «desvalorizado», y para lo que antes llamábamos «incapaz» ahora se utiliza el adjetivo «discapaz» o expresiones como «diversidad física». No existe medio de comunicación que no tenga su particular lista de «términos inapropiados», pues el lenguaje, para muchos servidores de una ideología, tiene más importancia como medio de creación de realidades que como instrumento de transmisión de ideas. 

			El fenómeno que ha llevado a Cataluña a una fractura social total —«No conozco ni una sola familia que no esté dividida» (María Comín, hermana del exparlamentario huido Antoni Comín)— se denomina procés, es decir, «proceso» en castellano. Este término ha sido elegido con sumo cuidado por sus protagonistas. Podrían haber utilizado otros sustantivos, como «programa», «plan» e incluso «proyecto», pero estos vocablos incluyen en su significado esencial una autoría intelectual definida. ¿Podría el PNV renegar del «plan Ibarretxe» o afirmar que fue fruto de la espontaneidad popular? No. Esto es precisamente lo que quieren eludir los responsables del desaguisado del que vamos a hablar en las siguientes páginas: hay que evitar a toda costa que el sector independentista de la sociedad catalana piense —ni siquiera por un momento— que la situación en Cataluña es fruto de un plan y no de la evolución natural de las cosas; impedir como sea que se les considere autores de un programa o de una estrategia y no simples seguidores o defensores de la voluntad popular. Josep Rull, en la quinta sesión del llamado «juicio del procés», preguntado por la Fiscalía por el origen de las urnas que se utilizaron en el referéndum ilegal del 1 de octubre de 2017, respondió: «Estaba convencido de que las había [las urnas], porque aquello fue una iniciativa extraordinaria que comprometió a mucha gente […], el compromiso por la democracia, por los valores cívicos, la fuerza de la esperanza es extraordinaria, yo sabía, tenía la plena convicción de que aquellas urnas aparecerían el 1 de octubre, y aparecieron, era una confianza. Yo no tenía, yo no sabía dónde se habían construido ni dónde estaban, pero tenía una confianza íntima, profunda, de que las había». 

			¿Acaso puede el autor de un «programa» negar la más mínima relación con su ejecución? Repetimos, no. Sin embargo, el partícipe en un «proceso» siempre puede defender que una determinada sucesión de hechos es natural o espontánea. Ni siquiera es necesario que la estructura argumental resultante de ese lenguaje sea lógica. ¿Alguien puede creer que las urnas y las papeletas aparecieron en los colegios el 1 de octubre por «la fuerza del compromiso con la democracia del pueblo catalán»? 

			Y que nadie piense que es cobardía, que tratan de ocultar su autoría para evitar cualquier represalia judicial. Pues de tener éxito sí saldrán a reivindicar la paternidad del proyecto, como ocurrió con el «espontáneo» 15M que ahora ya se sabe que no fue otra cosa que una estrategia orquestada desde un ya fragmentado movimiento político a través de las redes sociales y sistemas de mensajería instantánea. Se pretende evitar el recelo que el ciudadano tiene, quizá por falta de líderes sólidos, de seguir ciegamente a sus políticos, frente al magnetismo romántico que desprende una masa de ciudadanos alzándose contra cualquier sistema.

			Que la dialéctica es más importante que la lógica se muestra en el hecho de que, al más puro estilo de las religiones tradicionales, es la mística y no la inteligencia la que arrastra a más creyentes. Y de eso son conscientes los diseñadores del procés: se trata de una cuestión de sentimientos, no de ideología. Ninguno de sus seguidores analizará si lo dicho es cierto o, al menos, creíble; lo importante es que se diga, y quien lo diga más veces ganará la batalla social. 

			Frente a este término, la Fiscalía, en su escrito de acusación, define el procés como una estrategia: «Los acusados dirigieron, promovieron y/o participaron activamente en la ejecución de una estrategia —a la que denominaron «el procés»— perfectamente planificada, concertada y organizada para fracturar el orden constitucional con el fin de conseguir la independencia de la comunidad autónoma de Cataluña como nuevo Estado con forma de república, segregándola así del Reino de España». 

			Aunque pueda parecer que la discusión sobre si el procés es una estrategia o un fenómeno natural únicamente guarda relevancia jurídica —en cuanto que acreditaría la autoría de los hechos que se han juzgado—, nada más lejos de la realidad. Su verdadera trascendencia es social, pues si los acusados reconocieran que el camino que condujo hasta el referéndum del 1 de octubre y la Declaración Unilateral de Independencia (DUI) fue diseñado, planificado, financiado y dirigido desde el poder por un grupo de responsables políticos, de tan solo dos de los partidos que forman el espectro ideológico de Cataluña, probablemente varios miles de sus seguidores, que creen estar respondiendo al natural sentimiento de un pueblo, se preguntarían «¿por qué nos convencieron para que pensáramos esto?», en lugar de «¿por qué el pueblo catalán piensa esto?». El riesgo de una deserción en masa de aquellos que podrían llegar a sentirse engañados siempre será peor que la más dura de las condenas penales. Al fin y al cabo, estas se pueden negociar, bien con el Gobierno correspondiente en forma de indulto, bien mediante la concesión de un tercer grado inmediato —como se hizo con Jordi Pujol hijo—, ya que es la propia Generalitat la que gestiona las competencias en materia de cumplimiento de penas. 

			Ni la fiscal Consuelo Madrigal ni el propio Josep Rull, exconsejero de Territorio y Sostenibilidad de la Generalitat, pese a la gravedad del momento, eran capaces de reprimir la sonrisa cuando el segundo intentó convencer al tribunal de que había sido el «pueblo» el que había proveído de urnas y papeletas los colegios, y de que los responsables del Govern nada sabían de tales maniobras. Pero poco importaban lo ridículo de la respuesta ni la risita delatora de una y otro. Lo primordial era no abandonar el lenguaje revolucionario preestablecido. El «pueblo» actuó de forma espontánea. El «pueblo» decidió de forma espontánea. Juzgar estos hechos es juzgar al «pueblo». 

			Y de ahí la importancia de llamar procés a todo lo sucedido.

			
NACIÓN


			Nación: 1. Conjunto de los habitantes de un país regido por el mismo Gobierno. 2. Territorio de una nación. 3. Conjunto de personas de un mismo origen y que generalmente hablan un mismo idioma y tienen una tradición común (Diccionario de la Real Academia).

			Los sectores independentistas afirman que las causas que han dado lugar a la actual situación de ruptura social hay que buscarlas en el intento lógico de mayor autogobierno por parte del pueblo catalán y en el recorte de competencias ofrecido por el «Estado español» como respuesta, otorgando especial importancia a la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut de 2006.

			Nótese nuevamente la importancia del lenguaje: España nunca es una nación para los separatistas, ni siquiera para un amplio sector de la izquierda española. «Nación» es un término que solo puede emplearse para el País Vasco, Galicia o Cataluña. Los españoles no tienen nación. Para hablar de España, la mayoría de los medios de comunicación emplean siempre el término «Estado». 

			Sin embargo, las estadísticas realizadas por el Centre d’Estudis d’Opinió señalan que la aprobación del Estatut, con todas las controversias y recortes sufridos, incluyendo la sentencia del Tribunal Constitucional, no supuso un incremento del independentismo más allá del 20 %. Basta mirar la evolución del porcentaje de partidarios de un Estado catalán independiente entre 2006 y 2010 (véase la cronología del procés en el capítulo 2).

			Mayor efecto pareció tener el fenómeno de la crisis económica de 2010 que padeció España, pues aunque, inicialmente, el efecto fue capitalizado por el movimiento 15-M, que en Cataluña alcanzó su máxima expresión el 15 de junio de 2011 con el cerco al Parlament y los numerosos disturbios consiguientes, justo inmediatamente después serían los sectores independentistas los que canalizarían todo ese descontento social contra el «Estado español». Justo cuando la intención de voto de Convergència i Unió (CiU) se encontraba en sus índices más bajos y el cerco judicial a su corrupción se cernía sobre sus responsables se produjo el giro independentista de sus dirigentes, encabezados por Artur Mas, que firmó con ERC (Esquerra Republicana de Catalunya) el «Acuerdo para la Transición Nacional y para Garantizar la Estabilidad parlamentaria del Govern de Catalunya». Así, el independentismo, que a finales del 2011, con todos los agravios del «Estado» ya cometidos, no superaba el 29 %, en noviembre del 2013 llegó el 48 %. 

			Otro de los supuestos puntos centrales que los independentistas señalaron como causa del descontento social y que merece un tratamiento aparte fue el rechazo del Gobierno de Mariano Rajoy al concierto fiscal. Cierto que a finales del año 2012 se produjo un incremento del independentismo, pero en el mismo porcentaje que a lo largo de 2012 y 2013. Dicho de otro modo, en esos dos años el incremento de los partidarios de una república catalana fue constante y no respondía a estímulos concretos, sino al giro independentista del Govern. 

			Este fenómeno de la financiación autonómica merece una explicación. En el año 1980, durante la negociación de la ­LOFCA (Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas), el Gobierno central ofreció a la Generalitat de Jordi Pujol un modelo de financiación similar al llamado «cupo vasco». En ese momento, la diferencia entre las «comunidades históricas» y las demás era abismal en todos los sentidos. La Generalitat lo rechazó, según afirmó Pedro Luis Uriarte, consejero vasco de Hacienda por aquel entonces —que dijo haber estado presente en la reunión—, porque Jordi Pujol consideraba que recaudar impuestos podía ser impopular, y además, el Honorable no estaba seguro de conseguir más ingresos mediante una recaudación directa; por tanto, prefirió negociar directamente con el Gobierno central las inversiones en Cataluña, rechazando un sistema de cupo como el navarro o vasco. 

			En el año 1980, la LOFCA aún no había sido aprobada y muchas comunidades autónomas no estaban siquiera seguras de que el Estado autonómico se asentaría. En 2011, pretender negociar al margen del resto de comunidades autónomas un régimen de financiación propio resultaba jurídicamente inviable por el cúmulo de normas que habría que modificar y, desde un punto de vista político, era un suicidio.

			En mayo de 2018, la Audiencia Nacional dictó sentencia en el «caso Gürtel», y su sola referencia en un párrafo a la corrupción del Partido Popular, sin condenarla por no ser objeto del proceso, motivó tanto una moción de censura, que resultó exitosa, como la caída en votos más importante en la historia del Partido Popular (PP). Convergència, por su parte, pese a soportar el embargo de su sede, la intervención de su fundación, la condena en el «caso Palau» y la imputación en el «caso del 3 %» (por financiación ilícita y corrupción), no sufrió consecuencia electoral alguna y sus líderes siguieron gozando del respaldo popular, si bien ahora protegidos por una «estelada». 

			
NACIONALISMO


			Nacionalismo: 1. Sentimiento fervoroso de pertenencia a una nación y de identificación con su realidad y con su historia.2. Ideología de un pueblo que, afirmando su naturaleza de nación, aspira a constituirse como Estado (Diccionario de la Real Academia).

			Desde un punto de vista político e histórico, el nacionalismo es un fenómeno reciente, pues solo existe desde bien entrada la Edad Contemporánea. Recordemos que el súbdito no era un ciudadano de derechos políticos, por lo que, hasta la Revolución francesa, las únicas formas de gobierno eran los reinos, los principados y demás territorios gobernados por un noble, y era indiferente que quien llegara al poder lo hiciera por conquista, herencia o matrimonio. 

			La Revolución francesa proclamó por primera vez la soberanía del pueblo, de la que surgió un nuevo modelo político: el Estado-nación. Las Revoluciones francesa y americana iniciaron la lucha entre el viejo y el nuevo régimen; el viejo intentaba mantener el absolutismo por las armas, mientras que el nuevo trataba de imponer el constitucionalismo por la misma vía. En el cuadro La Libertad guiando al pueblo, Eugène Delacroix ofreció un mensaje directo a los patriotas revolucionarios: sobre un suelo de cadáveres y con un fusil en la mano izquierda, la mujer que guía al pueblo —la Libertad— les dice que solo por las armas y con grandes sacrificios triunfará la revolución. 
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            La Libertad guiando al pueblo (1830), de Eugène Delacroix.



			El congreso de Viena de 1815 reunió a las potencias europeas que, enfrentadas a Napoleón y confiando en su victoria —que se produjo en Waterloo seis días después—, dibujaron el futuro mapa de Europa y restablecieron el Antiguo Régimen a partir del principio monárquico de legitimidad y del equilibrio de poderes entre las diversas naciones. Así, Europa se dividió entre cinco potencias, Inglaterra, Rusia, Austria, Prusia y Francia, y ninguna podía ser claramente superior a las otras. Además de fijar los territorios de cada una, se determinaron sus zonas de influencia y, para frenar cualquier nuevo intento de revolución liberal, se acordó el apoyo entre las distintas Coronas. Ante el menor atisbo de alzamiento revolucionario, las demás potencias acudirían con sus tropas para sofocarlo. 

			Frente al absolutismo monárquico, basado en la legitimidad dinástica, el liberalismo se cimentaba —y así sigue sucediendo— en cuatro puntos fundamentales: 1) la soberanía reside en el pueblo, del que emanan todos los poderes; 2) se establecen una serie de derechos y libertades fundamentales, por lo general a través de la redacción de una Constitución; 3) se ha de respetar la separación de poderes, y 4) tanto los poderes como los ciudadanos están sometidos al imperio de la ley. De ahí la importancia de la justicia, a cuya diosa, después de la toma de la Bastilla en 1789, siempre se la representa con los ojos vendados (antes no era así) como símbolo de que juzgará igual al rico que al pobre, al poderoso que al débil. Pese al fracaso de la Revolución francesa —en gran parte debido al imperialismo napoleónico—, el triunfo de la Revolución norteamericana mantuvo la llama del movimiento libertario y, poco a poco, las monarquías se fueron haciendo parlamentarias para poder así mantener la Corona. 

			El nacionalismo cultural

			Pero después del congreso de Viena surgió un nuevo movimiento político, el nacionalismo cultural, basado en los principios del Romanticismo, que proclamaba que toda nación debía aspirar a tener un Estado. Este movimiento podía ser disgregador —Polonia aspiraba a separarse de Rusia, y Hungría de Austria— o concentrador, como ocurrió con los nacionalismos alemán (el territorio de Alemania se dividía en treinta y dos estados) y el italiano (cinco estados). 

			Las bases del nacionalismo cultural no son políticas, sino sentimentales e ideológicas. En primer lugar, es nación aquel conjunto de personas que tiene un idioma común. Así, en Alemania resultó fundamental la obra de los hermanos Grimm, que no solo escribieron cuentos para que los niños los memorizasen al tiempo que aprendían el idioma en el que estaban escritos, sino que publicaron en 1854 el Diccionario alemán, con el que se intentó unificar los diferentes dialectos germánicos volviendo a la pureza —muchos de ellos ya eran auténticas lenguas o estaban contaminados con numerosos neologismos—. En segundo lugar, y como consecuencia directa de esas raíces románticas del nacionalismo, se idealizaba un pasado glorioso, y si no se tenía, se inventaba. Así, en Italia se evocaba el Imperio romano, mientras que en Alemania se construyeron mitologías nórdicas al tiempo que se reivindicaba el Sacro Imperio como primer Reich. El tercer eje fueron el folclore y la tradición oral, que se convirtieron en la base de la cultura, y, por último, la defensa de un sistema legal peculiar alejado de las nuevas leyes modernas y garantistas: el derecho germánico en el norte y la vuelta al derecho romano en el sur. 

			Por tanto, el nacionalismo cultural no es propiamente un movimiento político, pues no tiene un modelo de Estado o de gobierno, ni propugna un sistema de derechos y libertades. Es una mezcla de movimiento histórico y político, pero, sobre todo, de movimiento social y sentimental. Es a la vez individual —el ciudadano ha de sentirse identificado con el grupo, ya sea étnico, religioso, o territorial— y colectivo, pues es a la masa a la que hay que utilizar para alcanzar el fin de un poder propio.

			La unificación de Italia fue un claro ejemplo: hablamos de lo que en Historia se conoce como Risorgimento. La iniciativa definitiva para la creación de un Estado nacional italiano partió de la Corona de Saboya, que gobernaba el Piamonte y la Cerdeña, y que, mediante una alianza bélica con Francia y contra Austria, conquistó por las armas, en 1859, la Lombardía y Venecia. Como «pago» de dicha alianza, Italia cedió Saboya y Niza a Francia, plazas que nunca recuperó; el nacionalismo siempre tan práctico… Al año siguiente, Parma, Toscana y Florencia se unieron al movimiento, mientras que, en el sur, el liberal Garibaldi y sus camisas rojas conquistaron Sicilia y Nápoles. Sin embargo, y pese a haber estado luchando por implantar un modelo liberal, no establecieron un Estado constitucional, sino que pusieron el territorio conquistado bajo la corona de Víctor Manuel II. Para el nacionalismo, es más importante la unión que los derechos del pueblo. 

			En Alemania, el proceso comenzó en 1834 con una unificación aduanera de los estados alemanes. Ya sabemos que, en lo que a pragmatismo económico se refiere, los germanos siempre han ido por delante… La revolución continuó en 1866 con la guerra de Prusia y Austria contra Dinamarca, en la que recuperaron los condados de Schleswig, que quedó bajo la administración de Prusia, y Holstein, que pasó a estar bajo dominio austriaco. Tan solo dos años después, Prusia y Austria se declararon la guerra para ver cuál de las dos potencias debía liderar la unificación germana. Venció Prusia, por lo que Austria abandonó el proyecto de unificar los estados alemanes. En 1870 se produjo la guerra franco-prusiana, que ganaron los germanos, conquistando Alsacia y Lorena. Guillermo I fue nombrado káiser, en Versalles, en enero de 1871, y de ese modo nació el primer Imperio alemán, aunque la terminología nazi lo considerase el segundo Reich, tras el Sacro Imperio. Tampoco este nacionalismo se preocupó por redactar una Constitución que garantizara de­­­rechos y libertades, sino que se limitó a imponer una política educativa y cultural armonizadora de todo el territorio dirigida a construir una identidad social única y «genuina». 

			Como vemos, dos naciones, Alemania e Italia, se unificaron y consiguieron su Estado. No se trataba de Estados constitucionales o democráticos, simplemente estaban basados en una identidad común, con lo que arrastraban un grado de populismo mucho mayor que el que pudiera darse en cualquier Estado cimentado en la idea del trabajo colectivo y el bienestar de todos. Por desgracia para el viejo continente, la tendencia fabuladora y mitológica de esta corriente ideológica sirvió para que el imperialismo adquiriera cada vez más fuerza, y pronto se vio que, al asentarse los Estados únicamente sobre la base de una nación común, sus aspiraciones y/o reivindicaciones territoriales se convirtieron en un riesgo bélico para los Estados limítrofes, como bien demostraron las dos guerras mundiales. 

			Por el contrario, un Estado constitucional, que es el que define en su Carta Magna tanto sus símbolos como sus territorios, nunca es belicoso. 

			El nacionalismo de destino

			Frente al nacionalismo cultural tenemos el nacionalismo de destino. Acabamos de ver que el primero se basa en el regreso a un pasado y a una mitología común de un pueblo, porque, como se ha dicho, los pueblos con una misma identidad deben tener su propio Estado. Por el contrario, el nacionalismo de destino es el que proclama que los pueblos, aun diversos, que decidan trabajar en aras de un destino común pueden agruparse bajo una misma Constitución y establecer un Estado. Estamos hablando, por ejemplo, del nacionalismo de Thomas Jefferson y del nacimiento de Estados Unidos, o del nacionalismo europeo, desgraciadamente malbaratado por los localismos y populismos, que han puesto freno a la consolidación de la Unión Europea. Este nacionalismo persigue, por encima de —o al mismo tiempo que— los sentimientos identitarios de cada uno de los Estados que forman la comunidad, la aparición de un sentimiento ciudadano —estadounidense o europeo— que proporcione un avance del conjunto —Estados Unidos o Unión Europea—. El fracaso de la Constitución Europea no fue más que el principio del descalabro de un proyecto de comunidad en diferentes niveles —económico, jurídico, político, cultural— que actualmente se ha visto agravado con el brexit y el resurgimiento de los nacionalismos. Baviera en Alemania, el norte de Italia, el enfrentamiento entre valones y flamencos en Bélgica, la posición de Hungría ante la inmigración o el populismo británico están poniendo en peligro la estabilidad del viejo continente, justo cuando las guerras comerciales y la globalización hacen más necesario que nunca el entendimiento entre potencias. 

			Podría parecer que un mundo globalizado es incompatible con las ideas nacionalistas, pero nada más lejos de la realidad. La pérdida de valores tradicionales que ha supuesto el modelo de «cultura única universal» de las redes sociales y la manipulación de la información, tan crónica en el ciberespacio, constituyen el perfecto caldo de cultivo para que todos los modos de populismo se extiendan como manchas de aceite. Un ejemplo claro es el reclutamiento constante de voluntarios terroristas por parte del autodenominado Estado Islámico, a través de su «cibercalifato», incluso en países de Occidente, y muy especialmente entre ciudadanos nacidos en Europa o Estados Unidos que nunca han estado en Oriente. Son muchos los interesados en una Unión Europea débil, y las redes sociales son una herramienta muy útil para condicionar a la opinión pública. Una opinión pública muy falta de cultura en general y de conocimientos básicos de Historia en particular.

			El nacionalismo en España

			España, desde el punto de vista político, surgió como Estado-nación en las Cortes de Cádiz de 1812, cuando por primera vez se proclamó que la soberanía reside en el «pueblo español». Antes, España no era más que un reino unificado por una decantación milenaria en la que había súbditos, no ciudadanos. Sorprende que los mismos que niegan validez al matrimonio de los Reyes Católicos como unificador de España invoquen los esponsales entre Petronila y el conde Ramón Berenguer IV como origen de la corona catalano-aragonesa. Petronila era reina de Aragón, y el conde, uno más de sus súbditos. A lo largo de la Historia ha habido miles de bodas de reyes y reinas con súbditos, y esos enlaces no han convertido en «Corona real» el territorio —sea baronía, condado, ducado o principado— del cónyuge inferior. Este tipo de uniones se denominan «matrimonio morganático» y tenían una regulación especial para impedir que el súbdito adquiriera los derechos del superior. En el caso de Petronila y Ramón Berenguer IV, dicha regulación no llegó a aplicarse debido a que el segundo murió antes que Petronila, y por ello no fue necesario, pues nada podía adquirir. Y así, el condado de Barcelona siguió siendo un condado y, de hecho, hoy sigue habiendo condes de Barcelona. 

			De la Guerra de Sucesión mejor ni hablamos, pues confundir fuero con autogestión es como equiparar sentencia con autocastigo. Por cierto, los fueros aragoneses y valencianos se anularon en 1707, y los catalanes en 1712, por lo que el concepto de «guerra contra Cataluña» tampoco resulta muy ajustado a la realidad. Esas derogaciones de ciertas formas de administración reales —es decir, de la Corona— se realizaron para unificar la gestión del reino. Y, por supuesto, se trataba de una monarquía absolutista, por lo que no existía autogestión en ningún territorio. 

			Pero volviendo al reino de España —uno de los más antiguos del mundo—, lo cierto es que no fue hasta 1812, y fruto tanto de las discusiones entre los partidarios de las ideas revolucionarias francesas y los absolutistas como de la invasión de la Península a manos de las tropas napoleónicas, cuando, en medio de una grave crisis de poder, el movimiento liberal hizo su primer pronunciamiento en las Cortes de Cádiz, dando lugar a una brillante Constitución, la Pepa, nunca suficientemente valorada (como, por otra parte, suele ocurrir con todo aquello que pueda recordar a España como nación), en la que se proclamaron derechos y libertades y se trató de asentar la monarquía constitucional y terminar con el Antiguo Régimen. Pero Fernando VII no aceptó aquella Constitución y su vuelta al trono supuso la restauración del absolutismo. La inminente muerte del monarca sin descendencia masculina le llevó a abolir la ley sálica —que impedía reinar a las mujeres— con el fin de que su hija Isabel pudiese heredar la Corona. Durante la minoría de edad de la futura reina, gobernó la madre de esta, la regente María Cristina, que recabó el apoyo de los liberales a cambio de numerosas concesiones constitucionales y libertarias que dieron lugar al Estatuto Real de 1834 y a la Constitución de 1837. Pero los partidarios del absolutismo, decididos a impedir cualquier movimiento democrático, optaron por defender los derechos al trono del hermano de Fernando VII, el archiduque don Carlos, lo que dio lugar a las guerras carlistas. En absoluto fueron unas guerras entre foralistas y centralistas, sino que se trató de una contienda entre progresistas liberales y tradicionalistas conservadores. Así pues, a los enfrentamientos entre el Antiguo Régimen y el liberalismo constitucionalista que se producen en Europa, en España hay que sumar la Guerra de la Independencia, las tres guerras carlistas y la caída del Imperio. Las crisis económicas y políticas se sucedieron y se llegó al siglo XX sin que el nacionalismo hiciera acto de presencia. 

			Por desgracia, en España el liberalismo se preocupó más de la consecución de derechos y libertades para el ciudadano que de construir una verdadera identidad de pueblo, como estaban haciendo otras naciones. Quizá por eso suele decirse que los liberales españoles se ocuparon más de hacer Estado que de hacer nación, lo que explica que los actuales defensores del constitucionalismo no tengan una simbología que les represente. Esta falta de enseñas identitarias diluye mucho su popularidad y hace que su capacidad de movilización de masas disminuya. En el cuadro de Delacroix del que hablamos anteriormente, vemos que la Libertad lleva una bandera francesa en su mano derecha, que es más importante que la izquierda, donde lleva el fusil. Es decir, la Libertad guía al «pueblo francés» entendido en toda su multiculturalidad. Ese vacío de identidad entre Estado mo­derno y España lo han utilizado desde siempre los nacionalismos para equiparar la idea de España con el régimen de Franco, y no precisamente para luchar contra un régimen que dejó de existir hace casi cuarenta y cinco años, sino para que no exista un mensaje de identidad nacional española.

			Heredero del carlismo y defensor de las tradiciones —Dios, familia y patria—, Sabino Arana creó el Partido Nacionalista Vasco (PNV) en 1895 a partir de unos principios ideológicos extremadamente conservadores y machistas. El regionalismo catalán —todavía es pronto para hablar de «nacionalismo» en España— surgió más tarde, como un intento por aprovechar la debilidad del Estado para acaparar cada vez más y más cuotas de poder. Fue en esa lamentable época de inestabilidad política de principios del siglo XX, a caballo entre la dictadura de Primo de Rivera y la Segunda República, cuando surgieron los regionalismos como un nuevo fenómeno. Y lo hicieron con signos opuestos: en el País Vasco fue un movimiento conservador, mientras que en Cataluña se definió por un claro radicalismo de izquierdas, confirmando una vez más que el nacionalismo carece de modelo político. Mención aparte merece el nacionalismo gallego, que fue un movimiento más cultural que político; esto es, de reivindicación de una identidad propia más que de cuotas de poder.

			Al mismo tiempo que el fenómeno del nacionalismo —seremos generosos y lo llamaremos así— surgieron el anarquismo, el fascismo, el comunismo revolucionario, el tradicionalismo paramilitar… y todas las formas posibles de desestabilización del Estado. Ni uno solo de esos movimientos se dirige a la creación de un Estado democrático o de respeto a las leyes. No podemos olvidar que Esquerra Republicana de Catalunya, parti­do que se fundó en 1931, presidió la recién constituida Generalitat para unificar las cuatro diputaciones provinciales, contribuyó en la redacción del primer Estatuto de Cataluña y participó en el Gobierno de la república (Lluís Companys incluso fue ministro de la Marina), al tiempo que daba golpes de Estado desde dentro del Gobierno proclamando la república catalana y manteniendo una política de asesinatos selectivos de adversarios políticos (recordemos que sus escamots tienen miles de muertos a sus espaldas). La pobre república sobrevivió a duras penas, incapaz de evitar el baño de sangre que se producía diariamente en sus calles gracias al «pistolerismo» que se ejercía desde el mismo poder. Los miles de muertos salpicaron a todas las formaciones políticas, incluso al Partido Socialista, que utilizó la aniquilación del contrario como forma de lucha electoral. 
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            Escamots de Esquerra Republicana de Catalunya. Sorprende su similitud
en indumentaria y métodos con las juventudes hitlerianas.



			Los dos nacionalismos —catalán y vasco— se opusieron al alzamiento militar de 1936. En un primer momento, podría parecer extraño que el PNV, tradicionalista, religioso y conservador, se enfrentara al pronunciamiento armado del general Franco, pero sus líderes eran conscientes de que, si el golpe de Estado triunfaba, se eliminaría cualquier forma de regionalismo. 

			Y al final de la Guerra Civil surgió la represión. Una represión centrada en la persecución y erradicación de cualquier forma de pensamiento, por moderada que fuese, contraria al régimen franquista, y no solo de los nacionalismos. 

			El vuelco de la Transición

			Y tras el régimen de Franco, llegó la Transición…

			La Transición española está marcada por una altura de miras política nunca vista en España hasta entonces. Se aprobaron las leyes de amnistía, la Constitución, los Pactos de la Moncloa…, y todo al más puro estilo de ese nacionalismo de destino del que hablamos antes. Los representantes de todas las fuerzas políticas del país, salvo el PNV, que se opuso a la Constitución, se dotaron de un proyecto común en el que convivir en paz y, a partir de un modelo claro de derechos fundamentales, libertades públicas, división de poderes y descentralización política y administrativa sin igual en Europa, se establecieron los mecanismos de gobierno. Las aspiraciones de cualquier movimiento nacionalista europeo de hoy estarían sobradamente colmadas con un Estado de las autonomías como el español, pues la descentralización del Estado es una certeza. 

			Desde el punto de vista jurídico-político, las Cortes Constituyentes y los referéndums de ratificación de la Constitución supusieron una refundación del Estado español como monarquía parlamentaria, Estado de derecho y democracia consolidada. Por ello, los recientes movimientos populistas, tanto de pseudoizquierda como nacionalistas, tratan de deslegitimar la Transición al intentar vincularla artificialmente con el régimen anterior. Y es que en ningún caso existiría una vía no artificial para desacreditar la Transición española, pues tanto desde el punto de vista político como jurídico supera a nacionalismos y populismos tanto en legitimidad democrática como —y sobre todo— en respeto a los derechos de las minorías, pluralidad política, participación de la ciudadanía y derechos fundamen­tales. 

			En realidad, estos fenómenos alegales en que se están convirtiendo todas las formas de populismo, tanto revolucionario como tradicionalista, que han surgido en España y en el mundo, únicamente intentan legitimarse mediante las movilizaciones populares. «Mayoría igual a legitimidad» es la ecuación simplista que utilizan todos los regímenes totalitarios. Es decir, basta con gritar más fuerte o repetir que tu manifestación ha reunido a más ciudadanos que la de tu oponente para sentirte legitimado para violar la ley. Todos esos intentos de desacreditar un momento tan ejemplar de la Historia de España (habría que preguntarle a Felipe González qué piensa de esa Transición legitimadora del régimen) afirman la vigencia de aquella frase atribuida a Bismarck y que seguramente sea tan real como anónima: «España es el país más fuerte del mundo; los españoles llevan siglos intentado destruirlo y no lo han conseguido».

			Y de este modo, ya en la España de las autonomías, surgió un fenómeno peculiar que fue consecuencia directa de esa falta de simbología identitaria tan característica de la tradición constitucionalista del liberalismo patrio. De esa carencia —y del autogobierno, claro está— se han servido los nacionalismos vasco y catalán para, al más puro estilo alemán decimonónico, «crear país». Pero ese «fet país», lema de Jordi Pujol durante todo su mandato, en absoluto significaba colaborar para hacer grande a España. Por el contrario, desde el principio los nacionalismos catalán y vasco han tenido el objetivo desleal que finalmente hemos visto: construir un país propio (y no necesariamente mejor, como probó el famoso «caso del 3 %»), artificialmente diferente, con el que conseguir que la población se sienta, en primer lugar, identificada, para después sembrar la creencia de que los ciudadanos están oprimidos por el Estado y, así, hacer que el odio arraigue en una parte de la sociedad (como botón de muestra, recordemos que en castellano no existe una palabra equivalente a «maqueto» ni a «charnego») y asentar en ella la necesidad de crear un Estado propio, por las armas si es necesario, aunque las consecuencias sociales y económicas sean dramáticas. Ahora se informa en serio de las consecuencias de que Reino Unido salga de la Unión Europea, y se trata de un Estado soberano. ¿Alguien puede imaginarse las verdaderas consecuencias que tendría una Cataluña fuera de España y de Europa? 

			El empleo de la educación como herramienta de adoctrinamiento, la persecución del español como lengua incluso opcional del pueblo, la manipulación de la Historia y el victimismo crónico aseguraron a los partidos nacionalistas la consecución y el mantenimiento del poder local de manera permanente. Y parecía que esa artería era suficiente… En Euskadi, el fenómeno del terrorismo ha sido utilizado por el PNV para presentarse como mediador interesado por las ventajas electorales que le proporciona —ni mucho menos lo combatió—, ya que de ese modo no recibe críticas de los sectores progresistas, aun cuando haya víctimas entre sus propios afiliados. Los cierto es que todos sus amagos de independencia se realizan dentro del ordenamiento jurídico —son conscientes de su fracaso— y están acomodados en el autogobierno. Sin embargo, en Cataluña el fenómeno ha sufrido un vuelco inesperado incluso para los propios nacionalistas.

			Convergència i Unió utilizó durante décadas esas mismas herramientas de adoctrinamiento educativo, de victimismo falso (el famoso «España nos roba») y de manipulación de la Historia para afianzar un rechazo de España «aceptable» y un ejercicio del autogobierno sin injerencias. Su asentamiento dentro del sistema español parecía mayor que el vasco, pues incluso, como ya dijimos, rehusó el pacto fiscal para no caer en el rechazo popular que recaudar impuestos siempre trae consigo y más en una sociedad tan interesada en la economía como la catalana. Tras décadas de manipulación educativa y de control de los medios de comunicación, el nacionalismo catalán ha logrado que una parte de la población no se sienta identificada con España, hasta el extremo de que en determinadas zonas los profesionales universitarios tienen problemas con el manejo del castellano, que es, supuestamente, un idioma común, junto con el inglés si tratas de ser un profesional de mediana dimensión. De ese modo, la permanencia en el poder y la gestión sin control de los fondos públicos estaban garantizadas. A esto hay que sumar el hecho de que el bipartidismo, tradicional desde la Transición, se ha venido apoyando en los partidos nacionalistas (trescientos mil o cuatrocientos mil electores disfrutan de una mayor cuota de decisión que varios millones de votos) para mantenerse en el poder a cambio de una absoluta falta de control por parte de mecanismos como el Tribunal de Cuentas o la justicia. En definitiva, se podría hablar de administración opaca o de un deficitario control de gastos, pero se entiende mejor si hablamos de saqueo sistemático y pactado a las arcas públicas.

			Ha de reconocerse que el fenómeno de las comisiones y el tráfico de influencias no es exclusivo de CiU. Los dos grandes partidos constitucionalistas tienen tantos sumarios por corrupción como el que más. Incluso los partidos minoritarios han incurrido en esa costumbre tan española como es el bandole­rismo. ¿Quién no recuerda a Unió Mallorquina, que hubo de disolverse por la detención de sus dirigentes por delitos de corrupción?

			Sin embargo, el problema de Convergencia Democrática de Cataluña (CDC) es su configuración. El partido se fundó en 1974 y desde el principio destacó por su carácter personalista. Tanto es así que se conoce como «pujolismo» al movimiento político que surgió en torno a su presidente y fundador, Jordi Pujol. Ha sido tanta la importancia del «honorable» que, al más puro estilo aristocrático, y llegada la hora del retiro, se pusieron en marcha los mecanismos necesarios para el trasvase de poder a sus dos hijos, el biológico, Oriol Pujol, y el político, Artur Mas. Como si de una monarquía hereditaria se tratara. Y en ese momento comenzaron los escándalos. En julio de 2009, ni los Mossos d’Esquadra esperaban lo que se encontraron en el registro del Palau de la Música de Barcelona. El propio Artur Mas llamó a uno de los detenidos preocupado por saber qué estaban encontrando en lo que fue el inicio de una operación que nueve años después terminó con la condena del partido por el cobro de comisiones ilegales. Y según el Tribunal de Cuentas, en 2011, tanto Convergencia Democrática como Unió Democràtica estaban en quiebra y debían alrededor de diez millones de euros cada uno. El escándalo del 3 % estaba en todos los medios de comunicación y era cuestión de tiempo que la justicia actuase… En 2012, tras décadas siendo un partido constitucionalista, se produjo el giro independentista. 

			En 2015, Jordi Pujol confesó públicamente que tenía una cuenta en Andorra, tras años de investigaciones que vinculaban a todo el clan familiar con movimientos de dinero opacos. Pocos meses después se investigó a Xavier Trias y a Artur Mas. Ese mismo año se intervino judicialmente la fundación del partido por su presunta relación con el cobro de comisiones del 3 %. En 2016, Convergencia Democrática se disolvió, pero solo legalmente, ya que, antes de que la justicia acorralase a las estructuras del partido, se creó Junts Per Catalunya (JxCat). No se trató de una refundación del partido, pues eso habría supuesto que la nueva formación tuviera que asumir las condenas a Convergència. Se alegó un cambio de ideología —de nacionalismo a independentismo— para establecer un cordón sanitario entre las dos formaciones y justificar así que se trataba de entidades distintas cuando realmente eran las mismas personas físicas. Y para utilizar los espacios electorales que le correspondían a Convergència (Junts no disponía de espacios electorales gratuitos por ser una formación de nueva creación), incluyeron en las candidaturas a Convergencia Democrática como partido en coalición.

			Cada elector deberá decidir si ese cambio de ideología fue o no una huida hacia adelante para evitar las condenas por corrupción. Desde luego, la justicia no ha actuado con agilidad, pero resulta innegable que la coincidencia de fechas es total. Tampoco se puede negar el aumento exponencial de independentistas en Cataluña, un incremento que precisamente se inició cuando el partido en el poder, el mismo que dominaba los medios de comunicación catalanes y los recursos públicos, se convirtió en independentista. 

			
EL «DERECHO A DECIDIR»


			Decidir: Formar juicio resolutorio sobre algo dudoso o contestable (Diccionario de la Real Academia).

			Que todo el proceso independentista catalán responde a una estrategia minuciosamente programada y cuidadosamente diseñada se aprecia en el uso de técnicas de marketing para elegir cada una de las expresiones con las que ha establecido el discurso reivindicativo, como ya he expuesto con relación al término procés. Si consigues que tu adversario —ya sea ideológico, político o, simplemente, dialéctico— entre en el juego de discutir ideas utilizando tu terminología, maliciosamente seleccionada, habrás ganado la disputa antes de haberla empezado, y aun cuando tus argumentos estén totalmente equivocados. 

			Ningún partido nacionalista de los muchos que existen y han existido en el reino de España había utilizado nunca el concepto «derecho a decidir» hasta septiembre de 2012. Se había hablado hasta esa fecha del derecho a la independencia, a la autodeterminación y de términos jurídicos semejantes, que sí definen las pretensiones de autogobierno que persiguen ciertos movimientos políticos y que enmarcan con claridad la discusión en los términos reales de lo que se reivindica. Pero el procés no está diseñado para debates parlamentarios —mucho menos de Derecho— ni para discusiones políticas. Está diseñado para arrastrar masas y dirigido a incrementar adeptos, aunque sea mediante el engaño. 

			Utilizar el concepto de derecho a la independencia o a la autodeterminación, por mucho que se correspondiese con la realidad, tenía una serie de inconvenientes claros que condenaba al fracaso la discusión antes de empezarla. Para sentirte partidario del derecho a la independencia primero has de sentirte identificado con una entidad política propia y distinta no solo de España, sino de tu comunidad autónoma. Como veremos más adelante, en la estadística del Centre d’Estudis d’Opinió de la Generalitat, hasta el año 2011 se mostraba el porcentaje de catalanes que deseaban seguir siendo una comunidad, los que querían ser un Estado dentro de España y los que estaban a favor de la independencia. Después de todo, el Estado de las autonomías, por muchas mentiras que se digan, confiere una cuota de autogobierno muy superior a la mayoría —por no decir a la totalidad— de los Estados federales democráticos. Es por ello que el movimiento independentista, si se plantea abiertamente, nunca dejará de ser un movimiento radical, muy conservador y tradicionalista, y siempre minoritario. Después de cuarenta años de democracia, ya se había comprobado empíricamente que tal estrategia no daba frutos. Así que había que cambiar el discurso, porque, de lo contrario, la batalla estaba perdida. 

			Es difícil no dejarse arrastrar por la tentación de imaginar cómo debió de ser aquel brainstorming del año 2011 en el que los ideólogos del procés y los publicistas contratados eligieron la terminología adecuada para su campaña mediática. Pudo ser algo así:

			—¿Por qué no podemos hablar de autodeterminación?

			—Pues porque, después de años de lavado de cara, aún suena a pólvora asesinando niños y a tiro en la nuca. 

			—Acabem amb l’espoli español.

			—La palabra «espolio» ni mencionarla: ¿no ves que puede volverse contra nosotros?

			—Lo que tratamos de ocultar es precisamente el nuestro —carcajadas de todos.

			—¿Y derecho a decidir?

			—¿Decidir qué?

			—¡¡Decidir!! Simplemente eso. El punto justo de simbología e indefinición. 

			—¡Qué bueno! ¡Llena la boca y no dice nada!

			—¿Y si nos identifican con el proceso de Quebec? —sugirió el culto—. Recordad que allí el Tribunal Supremo dijo que en países democráticos ese derecho no existe. Y la ONU ha dictado directivas…

			—¿Realmente piensas que alguien va a leer esas directivas? Con los medios de comunicación comiendo de nuestras subvenciones…, basta con que digan que todas las resoluciones inter­nacionales nos dan la razón, y lo dirán para no perder su trabajo. ¿Qué supones que va a creer la gente?…

			En fin… volviendo a la realidad. De nuevo nos encontramos con una terminología cuidadosamente elegida al margen de su significado y utilizada únicamente como herramienta de marketing para arrastrar a las masas. Porque, ¿quién puede estar en contra de la idea de que todo individuo tiene derecho a decidir? 

			Ese fue el gran error que cometió el Gobierno de España: no vio la trampa. La autodeterminación, como el autogobierno, es un derecho colectivo, lo que implica que el individuo ha de sentirse identificado con el grupo —y con la forma que desea adoptar el grupo— como paso previo para sentirse identificado con esa reivindicación. Pero el «derecho a decidir» es tan individual como colectivo. Tan genérico como atractivo. Tan básico como etéreo. El ejemplo lo tenemos en el hecho de que la mitad de la sociedad catalana de hoy considera que este supuesto «derecho social fundamental» es más importante que su familia, sus amigos o la paz social, y, sin embargo, antes de 2012 nadie se había acordado de él, ni siquiera los partidos políticos que ahora lo reclaman y lo sitúan como más importante que la seguridad económica. 

			Esta indefinición es lo que permite que toda la sociedad se sienta identificada, pues cada cual lo entiende desde su propia interpretación. A lo largo del día, todos los seres vivos tomamos cientos de decisiones. ¿Cómo se puede poner en duda que no tengamos derecho a ello? Si, como individuos, nos asiste la facultad de elegir, ¿cómo no va a suceder lo mismo en el caso de un colectivo? Ni siquiera es necesario definir cuáles son los perfiles concretos del grupo. Para la autodeterminación hay que buscar elementos identitarios que nos diferencien, pero para el «derecho a decidir» únicamente hace falta ser un conjunto humano, en muchos casos definido tan solo por el territorio. Nada más. Como digo, decidir es algo que hacemos todos los días, incluso de manera inconsciente, como comunidad de vecinos, como miembros de un ayuntamiento, de una comunidad, de una asociación, etc. Así que, ¿cómo no va a compartir todo el mundo ese deseo? En términos publicitarios, el fin a alcanzar está cuidadosamente elegido para que incluso los contrarios sientan simpatía con la idea que se propone.

			El siguiente paso es conectar ese «derecho a decidir» con los principios democráticos. 

			El concepto «derecho a decidir» está definido y suficientemente estudiado en el derecho internacional y nada tiene que ver con el problema catalán, como luego veremos. Los ideólogos del procés debieron prever, sin duda, que el Estado reaccionaría ante un planteamiento tan inconsistente y que la batalla judicial estaría perdida. Pero desde un punto de vista social —como reclamo—, ese planteamiento necesitaba conectarse con una legitimación igualmente simple y lógica que lograse arrastrar a las masas. 

			Los «principios democráticos»

			Es un elemento habitual en cualquier dictadura el recurso a los «principios democráticos», puesto que la concepción social de estos suele simplificarse en expresiones como «gobierno de la mayoría» o «gobierno del pueblo». De esta forma tan burda suelen concebirlos las masas. Incluso Franco convocaba referéndums en los que, literalmente, arrasaba. Los juristas sabemos que esa simplificación es fruto precisamente de la falta de higiene democrática y de respeto al Estado de derecho. Pero sobre esto hablaremos más adelante cuando analicemos la sentencia del Tribunal Supremo canadiense sobre el referéndum de Quebec, acerca de la cual tanto se ha mentido. 
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